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DELITOS FISCALES PERSEGUIBLES POR QUERELLA. PARA DETERMINAR EL MOMENTO EN QUE LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO TUVO CONOCIMIENTO DEL DELITO Y COMPUTAR EL PLAZO 
DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL POR TAL MOTIVO, DEBE ATENDERSE AL DICTAMEN TÉCNICO 
CONTABLE DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. 

  

El artículo 100 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 12 de diciembre de 2011, ha previsto en su primera parte la prescripción de la acción penal por falta de oportunidad en 
la formulación de la querella, en un plazo de tres años a partir de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tenga 
conocimiento del delito. Conforme a ello, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en aras de 
definir el cómputo precisado bajo un criterio objetivo y razonable, así como susceptible de comprobación que dé certeza y 
seguridad jurídica, sostiene que la constancia que objetivamente revela dicho conocimiento es el informe del Servicio de 



Administración Tributaria (llamado dictamen técnico contable), por ser, prima facie, el que permitiría constatar la 
existencia fáctica y jurídica del delito para que la autoridad fiscal esté en aptitud de presentar la querella requerida. Este 
criterio ha sido establecido de manera expresa en el séptimo transitorio de la reforma citada; amén que converge en la 
interpretación sistemática del analizado precepto legal, en relación con los artículos 1o., 3o. y 7o. de la Ley del Servicio 
de Administración Tributaria, al delegar precisamente a dicho órgano la facultad expresa de verificar si existió realmente 
un delito fiscal bajo el citado informe que debe emitir; además, porque guarda estrecha relación con la querella que luego 
debe emitir la autoridad de la Procuraduría Fiscal de la Federación facultada en términos del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. A su vez, la exigencia de que la autoridad fiscal verifique la veracidad del delito 
para estar en aptitud de formular o no querella, implica una mejor protección a la adecuada defensa de quien pudiera 
estar vinculado con el mismo, desde el procedimiento fiscal y, en su caso, en la primera fase del procedimiento penal, 
pues ya desde entonces podría conocer de los hechos imputados y preparar su defensa oportunamente; lo que armoniza 
a su vez con el principio pro persona de primer rango de reconocimiento y protección constitucional.  

Contradicción de tesis 361/2013. Suscitada entre el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 26 de marzo de 2014. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos en cuanto a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, respecto del fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 124/2012, en el que 
determinó que el plazo para el inicio del cómputo de los tres años a que refiere el artículo 100 del Código Fiscal de la 
Federación, para los delitos perseguibles por querella, debe considerarse desde la fecha de emisión del dictamen técnico 
contable emitido por los peritos adscritos al servicio de administración tributaria, fecha en la que se estima que la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público tuvo conocimiento del delito y del delincuente, y el criterio emitido por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
32/2013, en el que determinó que el término de tres años para que opere la prescripción de la acción penal, se debe 
computar a partir de que la autoridad hacendaria tuvo conocimiento del delito y del delincuente, precisando que ese 
momento es cuando tiene lugar el inicio de la visita domiciliaria a la contribuyente. 



Tesis de jurisprudencia 39/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha treinta de 
abril de dos mil catorce. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2014 a las 08:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2014, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

 


